
1 
 

Aclaración de Voto 001 
 
Verbal-RCE María Eduviges Pereira Reyes y otros contra Santiago 
Velásquez Misas, Luis Eduardo Velásquez Gómez y Seguros Generales 
Suramericana S.A.  Rdo. 05001 31 03 007 2019 00568 01. M.P. Julián 
valencia Castaño  
 
 

Mi posición frente a la responsabilidad del propietario del vehículo en 

proceso de este jaez ha sido siempre la siguiente  

 
En Colombia, a diferencia de la legislación francesa, no existe norma que 

establezca, como sí lo hace el artículo 1384 del C. Civil francés, que se 

responde por las cosas que se tienen en custodia. El legislador colombiano 

consagró que se responde por las cosas sobre las que se ejerce el derecho 

de dominio, no la custodia. Así por ejemplo, el artículo 2353 del C. Civil 

establece la responsabilidad del hecho de los animales en el propietario, la 

presunción de responsabilidad es entonces contra el dueño, el que en la 

mayoría de los casos es el guardián jurídico.  Asimismo, el artículo 2350 fija 

la responsabilidad en el propietario o dueño.  Le asalta a la Jurisprudencia 

colombiana el temor de fijar en el propietario la presunción de 

responsabilidad, especialmente cuando éste es despojado ilícitamente de la 

tenencia material de las cosas.  Igualmente, en el caso de un hurto 

consideran injusto que el propietario responda por los daños ocasionados 

con la cosa hurtada.  Olvidan que en esos eventos se rompe el nexo de 

causalidad, por ser el hecho imprevisible e irresistible, ese hecho del tercero 

elimina el nexo de causalidad, rompe el nexo causal pues alcanza la 

categoría de caso fortuito o fuerza mayor. 

 

Se compartía la teoría que con respeto a la responsabilidad por el hecho de 

las cosas sostiene el doctor Gilberto Martínez Rave en los siguientes 

términos:  

 

“…Consideramos que el dominio o propiedad origina derechos o 

prerrogativas que siempre se han respetado, incluso hasta 
convertirse en un derecho arbitrario e ilimitado, pero el transcurso 
del tiempo ha permitido establecer algunas limitaciones. Mas el 
dominio, también impone obligaciones. 
 
Ya indicamos que el artículo 669 del Código Civil colombiano, fija 
limitantes al derecho de dominio (la ley o el derecho ajeno), y 
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responsabiliza a quien en uso de este derecho causa daños, 
perjuicios o lesiones a intereses o derechos ajenos.  Esta posición 
adquiere mayor relevancia con lo dispuesto en el artículo 95 de la 
Constitución. 
 
Por eso es deseable que la tesis, de que el dueño de las cosas 
debe responder por los daños que con ellas se produzcan, se 
abra rápidamente paso en la jurisprudencia y doctrina 
colombianas.  No necesitamos buscar otros fundamentos 
legislativos a la responsabilidad por el hecho de las cosas.  
Tampoco necesitamos enfrascarnos en los difíciles problemas de 
la custodia o guardia de las cosas y menos en el difícil tema de 
las actividades peligrosas y no peligrosas que por la relatividad de 
los términos a veces complica las soluciones.  En síntesis, la 
lógica, la equidad, la justicia, que  encuentran manifiesto respaldo 
en las normas vigentes en Colombia, nos permiten resolver 
nuestros propios problemas sin necesidad de acudir a 
jurisprudencias, planteamientos y principios diferentes a los 
nuestros. 
 
Cuando los dueños de las cosas entiendan que tienen derecho y 
facultades de disposición, de beneficio, de uso y aun de abuso de 
ellas, también tienen responsabilidad en todos los hechos 
dañosos que con ellas se cometan, los problemas serán de muy 
fácil solución.  Los dueños de las cosas podrán destruir la 
presunción de responsabilidad que con ellos surja cuando se les 
vincule a un proceso en que se pretende la indemnización de los 
perjuicios que se han causado con las cosas de las cuales son 
propietarios. 
 
La tendencia de facilitar la prueba a los perjudicados debe seguir 
hacia adelante.  Históricamente ha tenido que padecer la 
confusión entre las responsabilidad penal y civil y la injusticia de 
presumirlos responsables de los daños sufridos mientras al 
causante se le presume inocente.  Pero las tendencias objetivas 
de la responsabilidad han logrado mitigar o facilitar el que el 
perjudicado no tenga que probar la culpa o factor subjetivo del 
causante.  Las teorías del riesgo, las excepciones que se 
plantean en los artículos 2347 y 2356 del Código Civil, los logros 
obtenidos en la legislación laboral, las disposiciones del algunas 
normas del tránsito, el deslinde expreso que trae el Código Penal 
de 1980 de la indemnización civil proveniente del delito y las 
causas de extinción de la punibilidad (C. P, art. 109) y lo 
dispuesto por el artículo 95 de la nuera Constitución, son 
muestras claras de la tendencia histórica en el derecho 
colombiano, encaminadas a buscar y lograr que el causante de 
un daño realmente indemnice a quien lo sufre, que el perjudicado 
y lesionado por un hecho imputable a otra persona (por haberlo 
cometido personalmente, por haberlo cometido una persona que 
está bajo su cuidado o vigilancia, o por una cosa de que es 
propietario), debe ser indemnizado por aquella.  El simple hecho, 
el daño, el resultado y la imputación física, son suficientes para 
que el presunto responsable  sea vinculado, quedándole abierta 
la posibilidad de demostrar que no es responsable porque el nexo 
de causalidad no existe o se rompió, y también podrá vincular a 
otra persona sobre la cual él pueda descargar su responsabilidad 
como cuando el hecho es imputable en parte a un tercero, como 
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cuando responde por los hechos de una persona que estaba bajo 
su cuidado o cuando la cosa estaba en poder de otra persona 
diferente a quien la había entregado como título jurídico no 
traslaticio de dominio. Pero ese será un problema del causante 
del daño, y no de quien lo sufre o del perjudicado, como ocurre 
hoy. 
 
Creemos que el derecho debe proteger y  favorecer al 
perjudicado con un hecho dañoso, que por sufrirlo merece la 
protección del Estado, cuya Constitución le garantiza su 
reconocimiento y efectividad.  En cambio hoy, se protege al 
causante y se obliga al perjudicado a demostrar la culpa de aquel.  
Son muy escasos los causantes que merecen la protección del 
derecho y del Estado, en comparación con los que deben sufrir 
las consecuencias patrimoniales por los hechos dañosos a ellos 
ocasionados. Con nuestras tesis solo pretendemos cambiar los 
papeles que están cumpliendo en la actualidad los protagonistas.  
Hacer de la excepción una norma general y de la norma general 
una excepción. 
 
En este sentido es de trascendental importancia el canon 
constitucional 95 que establece: “El ejercicio de los derechos y 
libertades reconocidos en esta Constitución implica 
responsabilidades…Son deberes   de la persona y del ciudadano: 
1°) Respetar los  derechos ajenos y no abusar de los propios”. 
 
Se deduce que todo habitante del territorio colombiano   tiene que 
respetar los derechos ajenos y si los lesiona, desconoce o 
perturba, asume responsabilidad, o sea obligación de indemnizar 
sus perjuicios o consecuencias. 
 
Pero, además, no puede abusar de los derechos propios porque 
si abusa de ellos y causa daños debe asumir las consecuencias o 
responsabilidades que menciona la Constitución. Y si el derecho 
de propiedad autoriza a usar debidamente las cosas de las cuales 
se es dueño, cuando con esa cosa se causan perjuicios se está 
abusando del derecho, por lo que se deben asumir las 
consecuencias, es decir, indemnizar los daños que con ella se 
causen. 
 
Celebramos como un manifiesto avance de la Constitución 
colombiana el haber incluido explícitamente el abuso del derecho 
como fuente de indemnización. Entre los derechos que garantiza 
la Constitución colombiana está el de la propiedad y hay abuso 
del derecho de propiedad de una cosa cuando con ella se 
ocasiona un daño...” (Responsabilidad Civil Págs 246 y 247 )  

 

Por lo demás, en la sentencia proferida por la Sala de Casación Civil y 

Agraria de la Corte Suprema de Justicia el 20 de junio 2000 con ponencia  

del Dr. Manuel Ardila Velásquez. Expediente 5617, publicada de manera 

íntegra en la revista Jurisprudencia y Doctrina de Agosto de 2000 págs. 

1415 a 1423, la Corte aceptó que el propietario inscrito de un automotor 

respondiera civil y extracontractualmente por los daños ocasionados en 
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accidente de tránsito, a pesar de que el rodante había sido rematado, pero 

no se había llevado al registro automotor el auto aprobatorio del remate, en 

otras palabras, el propietario inscrito  era el guardián jurídico, pero no era el 

guardián material de la cosa.  

 

Esa providencia, insular en la jurisprudencia de la Corte tal y como se 

señala en el punto 2.5. de las consideraciones de la ponencia, 

“Responsabilidad del guardián de la actividad peligrosa”, me imponen 

ahora, rectificar, mi posición al respecto, de tal manera que como lo señala 

la alta corporación:   

 

b) "y sobre este particular, propicio al caso ventilado, la jurisprudencia 
colombiana, de antaño, acuñó la concepción del guardián del bien con el que 
se cumple dicha actividad, planteando que es la persona "(....) física o moral 
que, al momento del percance, tuviere sobre el instrumento generador del 
daño un poder efectivo e independiente de dirección, gobierno o control, sea 
o no dueño, y siempre que en virtud de alguna circunstancia de hecho no se 
encontrare imposibilitado para ejercitar ese poder" (G.J. T. CXLII, pág. 188).  

 
Tendencia que, así mismo, dejó reseñada en el siguiente texto: "Desde luego 
haya que advertir que al momento de verificar contra quién se dirige la 
demanda de responsabilidad derivada del ejercicio de las actividades 
peligrosas, la cuestión debe ser examinada según quienes sean sus 
guardianes, perspectiva desde la cual se comprenden por pasiva todas 
aquellas personas naturales o jurídicas de quienes se pueda predicar 
potestad, uso, mando, control o aprovechamiento efectivo del instrumento 
mediante el cual se realizan aquellas actividades" -hace notar la Sala- (Sent. 
nov. 26/99, Exp. 5220).  
 

Dejo así plasmada mi aclaración de voto 

 

 
Juan Carlos Sosa Londoño 
Magistrado 
 

 


